[image: image1.jpg]






Resol. Serie “B” N° 59
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los dos días del mes de junio de dos mil veintiuno, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, como Presidente, y los Dres. Ana Rosa Rodriguez y Eduardo Federico Lopez Alzogaray, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con las Dras. Adriana Carolina del C. Mines y Analía Verónica Paez, asistidos por la Secretaria Judicial Autorizante, Dra. Karina Chaud Nigro, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de ff. 1228/1241 vta. del Expte. Nº 19.155 – Año 2019 – Autos: “Acosta Esteban Fidel y otros c/ Dirección de Obas Sanitarias de Santiago del Estero (DI.O.S.S.E.) y/u otros s/ Diferencia de Haberes, etc. - Casación Laboral”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, y en segundo y tercer lugar, los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Ana Rosa Rodriguez, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, los Dres. Adriana Carolina del C. Mines y Analía Verónica Paez. 

El Sr. Vocal, Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, dijo:



Y Vistos:



Para resolver en los autos del epígrafe el recurso de casación interpuesto por la actora a ff. 1242/1250  contra la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones de Trabajo y Minas de Primera Nominación del 12 de noviembre de 2018, cuya copia obra a ff. 1228/1241.



Y Considerando: 



I) Que el recurrente viene por esta vía a cuestionar la decisión del tribunal a-quo, de declararse incompetente para entender en los presentes, por cuanto considera que la materia a resolver es del fuero contencioso administrativo y no laboral.------------------              

II) Que en lo que interesa para resolver la cuestión planteada, cabe señalar que los actores entablaron demanda denunciando una errónea liquidación de haberes por parte de la demandada, por cuanto ésta, a tal efecto, no aplicaba los índices  que le correspondían a  cada clase de agentes de la D.I.O.S.S.E,  lo que evitó en consecuencia  que se vieran beneficiados con el incremento que por CCT y Ley Provincial les correspondía a cada uno.-               

Así, planteados dichos extremos fácticos y probatorios, la jueza de primera instancia rechazó íntegramente la demanda, en razón de no evidenciar con nitidez las diferencias salariales reclamadas por los actores, señalando que las liquidaciones efectuadas por la empleadora encuentran sustento en normas locales posteriores al CCT (ff. 1163/1173).-----------------------          

III) Contra dicha decisión la parte actora dedujo apelación. Al abocarse para decidir, el tribunal a-quo declaró la incompetencia del fuero en razón de la materia, decisión que ahora impugna, bajo el argumento de que la cámara de apelaciones ha incurrido en una errónea aplicación del derecho, por cuanto desconoce el contenido de la ley de Creación de la D.I.O.S.S.E. y en consecuencias la aplicación obligatoria del CCT 57/75, razón por la cual el fuero laboral es el competente para resolver los presentes.-----------------------------------             

Asimismo, afirma que dicha decisión desconoce la doctrina legal obligatoria de este Superior Tribunal en los autos: " Gonzalez, Manuel Alfredo c/ Dirección de Obras Sanitaria de Santiago del Estero (D.I.O.S.S.E.) y/u otro s/ Diferencia de Haberes, etc.e - Casación Laboral", la cual dejó establecida la competencia del fuero laboral. 



Por último, denuncia que en virtud de la incompetencia declarada por el tribunal a-quo se impidió el tratamiento de los agravios vertidos en el escrito de apelación, violando en consecuencia su derecho de defensa y debido proceso.  En consecuencia, solicita se revoque la sentencia recurrida y  se haga lugar a la demanda en todas sus partes, con expresa imposición de costas.-------------     



IV)  Que a f. 1256 y vta. la Excma. Cámara de Apelaciones de Trabajo y Minas de Primera Nominación declara formalmente admisible el Recurso de Casación planteado.------------------------------------------------           

V) A ff. 1263/1265 vta.,  el Sr. Fiscal General entiende que corresponde hacer lugar al recurso de casación incoado. Manifiesta que el tribunal a-quo pasó por alto la ley 6564 (Ley de Creación de la Dirección de Obras Sanitarias de Santiago del Estero) la cual en su art. 9 párrafo 2º establece que el personal de dicha entidad se regirá por el CCT Nº 57/75 o el que pudiera celebrarse en un futuro con la Organización Sindical, y que por dicha razón surge palmaria la excepción contenida en el art 2 LCT por existir acto expreso por el cual se contempla que dichos trabajadores se rigen por un convenio colectivo de trabajo.-------------------------------------         

Concluye que, conforme se desprende de circunstancias comprobadas en el expediente, a los actores les resulta aplicable el CCT 57/75 y por ello es el fuero laboral, el competente para resolver la controversia.  En consecuencia, la Fiscalía considera que debe hacerse lugar al recurso de casación traído a examen.-------------------                

VI) Que atento a lo dispuesto por el Código Procesal Laboral, de aplicación a los procesos en curso al momento de su entrada en vigencia (Art. 206 Ley 7049), corresponde en este estadio procesal expedirse en primer término sobre la admisibilidad formal de la casación bajo estudio (Art. 193 Ley 7049).-----------------------------

En  tal sentido, este Alto Cuerpo tiene dicho que: "es prioritario examinar las condiciones de admisibilidad formal del remedio intentado, denotándose que los requisitos establecidos por la legislación formal para dar curso al recurso de casación son taxativos y su revisión no se puede soslayar bajo ningún aspecto, ya que lejos de constituir solemnidades innecesarias, su objetivo es evitar que se desvirtúe la naturaleza excepcional de esta vía procesal, constituyendo, por ende, una garantía para la seguridad jurídica" (S.T.J., Resol. Serie “B” N° 91 - Expte. Nº 17.997  Año 2013. Autos: “Diosquez Juan Ramón c/ Nubie Mario Enrique y/u otros s/ Indemnización por Antigüedad, etc.‑ Casación Laboral 25/08/2014”)-------



En dicha tarea, se advierte de las constancias de la causa, que  el recurso traído a estudio, ha sido impetrado en el plazo fijado a tal fin (cargo de mesa de entradas a f. 1250 y notificación de f. 1241 vta.), contra una sentencia definitiva emanada de la Cámara de Apelaciones conforme lo dispuesto por los Arts. 181 y 183 de la Ley 7049,  y mediante escrito fundado de acuerdo a los recaudos impuestos por el ar. 186 del Código Procesal Laboral.--------------------------------------------------                

Asimismo, siendo el trabajador quien deduce el recurso casatorio no corresponde se efectúe el depósito previo, conforme lo establecido (art. 189 CPL). En consecuencia, superado el examen de admisibilidad formal, corresponde ingresar al estudio del recurso planteado.---- 



VII) Como primera medida resulta esencial  que el recurrente cumpla con una cabal demostración de que se ha incurrido en violación de la ley o su falsa o errónea aplicación, o que éste invoque o demuestre absurdo o arbitrariedad en el fallo impugnado; de manera de suministrar con ello, fundamentos que estén referidos directa y concretamente a los conceptos que estructuran la construcción jurídica en que se asienta la sentencia, especialmente teniendo en cuenta que estamos frente a una vía extraordinaria y por ende limitada y restringida como es la casación.-------------------------------------------               

Es de señalarse que,  la instancia casatoria tiene un ámbito restrictivo en cuanto a la posibilidad de revisión de pronunciamientos de mérito, ya que las cuestiones relativas a hechos y pruebas escapan al control de la vía recursiva intentada por ser cuestiones privativas de los jueces de la causa, salvo que se invoque y demuestre perspícuamente absurdo o arbitrariedad. “Que, una de las características propias del recurso sub-examen y que la diferencia de otros medios de impugnación, es que la casación solo tiene viabilidad en el caso de que exista un motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por la ley (conf. Juan Carlos Hitters, en "Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación", 2da. edición, Ed. Librería Editora Platense SRL, p. 213).-------------------                  

En esta línea, "el carácter extraordinario de la vía casatoria y el criterio restrictivo con el que este alto cuerpo como tribunal del recurso revisa los pronunciamientos de mérito de los tribunales inferiores, se acentúa mas aún a la luz de la nueva organización del fuero laboral dispuesta por la ley 7.049, la que  implementara el sistema de la doble instancia, mediante la creación de las cámaras de apelaciones con competencia para entender en los recursos ordinarios de apelación que posibilitan la revisión amplia de las sentencias de primera instancia en lo que hace a aspectos fácticos del decisorio" (Resol. Serie “B” N° 100. Expte. Nº 18.408 – Año 2015 – Autos: “Borracer Monica Viviana c/ Cema S.R.L. y/u otros s/ Diferencia de Sueldos, etc. - Casación Laboral" 14/09/2016).-------------------------------------                    

En consecuencia, los planteos casatorios merecen tratamiento en esta instancia, por ser de naturaleza jurídica, en los que, además, se encuentra involucrada una cuestión de orden público como es la competencia en razón de la materia (art 7 CPL) y denuncian también que se ha violado doctrina de este Alto Cuerpo.---------------------                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                       

VIII) En el marco doctrinario y jurisprudencial antes señalado, e individualizados los agravios del escrito casatorio, se advierte que el tribunal a-quo declaró la incompetencia del fuero laboral con fundamento en que las pretensiones del actor se encuentran regidas por la ley provincial 5689 y que en consecuencia su reclamo debió ser efectuado por la vía contenciosa administrativa. Asimismo, se observa que su decisión se basó también en que la ley de contrato de trabajo expresamente excluye de su ámbito de aplicación  a los dependientes de la administración pública estatal en sus distintos órdenes, conforme lo establece el art. 2 LCT.---               

Al respecto cabe señalar que si bien es cierto que el art 2 de la LCT excluye de su ámbito de aplicación personal a los dependientes de la Administración Pública Nacional, Provincial y Municipal, contiene también una excepción a ello, estableciendo que a dichos organismos le serán aplicables las disposiciones contenidas en la ley de contrato de trabajo cuando por acto expreso de la administración se los incluya en la misma o en el régimen de convenciones colectivas de trabajo, mediante la celebración o suscripción a un convenio colectivo de trabajo, sin que por ello pierdan su carácter de tales.---                 

En ese contexto y siendo que en el caso, no está controvertida la aplicación del CCT a los empleados de la entidad pública demandada, resulta aplicable la doctrina legal de este Superior Tribunal sentada en “Gonzalez Manuel c/ DIOSSE” en cuanto ha sostenido que  “...acreditado que el vínculo que unía a las partes se encuentra bajo la órbita del convenio colectivo de trabajo 57/75, dicho contrato queda, en principio, fuera del ámbito de las leyes que regulan el empleo público en aquellos aspectos que la norma laboral convencional contempla, siendo en ese marco la vía contencioso administrativa ajena a cualquier reclamo de reconocimiento de derechos surgidos del CCT aplicable, y el tribunal del trabajo, el órgano jurisdiccional, con competencia para entender y expedirse al respecto, y por ende la demanda laboral la vía judicial adecuada y pertinente a tales fines.----------------------------------------------------                         



Así también dicho fallo ha señalado que: "si el empleador es una administración pública nacional, provincial, o municipal, un ente descentralizado,el contrato se rige por las normas del derecho administrativo (Miguel Angel Maza‑Ley de Contrato de Trabajo, comentada y concordada‑ Coord Raúl Ojeda‑ Edit Rubinzal Culzoni‑ Edic 2011, pag  61). Sin embargo, cuando como en el caso, el  Estado dispone la aplicación de un CCT a sus empleados, y aunque el vínculo siga siendo de empleo público (Madorrán), se sustituye la aplicación del régimen administrativo por las de dicho convenio, en aquello que este último prevé. Se reitera, el hecho que pueda aplicarse la ley privada de orden estatal (ley de contrato de trabajo) o la de carácter convencional colectivo (convenio colectivo de trabajo) a una relación que es de orden público, no le quita a ésta su carácter; lo único que ocurre es que al plexo normativo aplicable se incorporan disposiciones de un orden distinto, sin que ello signifique que varíe la naturaleza de la relación" (STJ Resol. Serie"B" Nº 234. Expte. Nº17.586   Año 2011  Autos: “González Manuel Alfredo c/ Dirección de Obras Sanitarias de Santiago del Estero (D.I.O.S.S.E.) y/u otro s/ Diferencia de Haberes, etc. ‑ Casación Laboral” 28/08/2012).----------------------------------------------     



Siendo que el planteo formulado en orden a la incompetencia declarada por el tribunal a-quo, es sustancialmente idéntica a la del citado precedente, el que configura doctrina obligatoria para los tribunales inferiores (art 29 de la LOT, art 181 del CPL), le asiste razón al recurrente en sus quejas por cuanto la competencia del planteo traído a estudio es del fuero laboral.--------------------------------------------------             

En consecuencia, corresponde revocar la solución a la que arriba la cámara de apelaciones en orden a la incompetencia del fuero laboral, por cuanto la cuestión de fondo y que motivara la decisión de entablar una demanda ante dicho fuero, tiene naturaleza laboral en tanto las pretensiones que la sustentan exigen de una  interpretación y aplicación de normas del derecho privado laboral (LCT) y cláusulas del Convenio Colectivo de Trabajo (CCT 57/75) en la que estaban encuadrados los actores, que por su entidad estrictamente laboral y no de naturaleza administrativa‑ requieren del análisis de jueces especializados en la materia, sin perjuicio del carácter público de la entidad demandada. En esta línea,  este Alto Cuerpo viene sosteniendo que: "corresponde atender en primer término a los hechos expuestos en la demanda (art. 4° C.P.C. y C de aplicación subsidiaria al fuero laboral), y además al derecho invocado como fundamento de la acción y al contenido de las pretensiones deducidas. (C.S.N., JA 1987‑IV‑208; rep. ED, 19‑266; Fallos 306‑1056; 307‑505; DT 1989, p. 1329). ( STJ Resol. Serie "B" Nº 75 - Expte. Nº 18.169  Año 2014  Autos: “Torres Hector de Jesus y Otros c/ Ente Res. de  La Dir. Prov. de OSN y/u Otros s/ Adicional por Función y Mantenimiento, etc. ‑ Casación Laboral” 08/06/2017).------        

Conforme el precedente mencionado -doctrina de este Máximo Tribunal-, la excepción contenida en el art 2  LCT respecto de los dependientes de la administración pública, cobra vigencia en el caso traído a estudio, por cuanto a los trabajadores de la Dirección de Obras Sanitarias de la Provincia les es aplicable el Convenio Colectivo de Trabajo 57/75, siendo en consecuencia el fuero laboral competente para entender en los presentes.--          

IX) Ahora bien, en razón de lo aquí decidido, corresponde ingresar al tratamiento de la cuestión de fondo planteada por los recurrentes en la apelación con la extensión y limitaciones propias de dicho recurso, por cuanto los agravios allí esgrimidos, no fueron objeto de pronunciamiento por el tribunal a-quo, dada su declaración de incompetencia en razón de la materia (art 193 2do párrafo, Ley 7049)(STJ “Neder c/ Ortopedia Resol. Serie "B" Nº 35. Resol 09-04-15).-------------------------------  



A tal efecto, cabe precisar que en su escrito recursivo la actora sostuvo que: La agraviaba la conclusión a la que ha arribado la jueza de la causa sobre la omisión en el reclamo inicial de especificar la situación de cada uno de los actores al realizar los cálculos de las diferencias demandadas.  Al respecto sostuvo que en la demanda, se había especificado bajo el acápite “Errónea liquidación de haberes de los actores” en forma concreta, mes a mes, la pretensión de cada uno de los accionantes, y que ello fue obviado por la sentenciante.---------------------------------------------           

Adujo además que no se ha tenido en cuenta pruebas, como el expediente administrativo Nº892-045-2010, sus dictámenes, planillas de liquidación, recibos de haberes y sobre todo la pericial contable de la demandada, de la que surgiría que los hechos constitutivos alegados por su parte han sido probados, y que además no se ha acreditado hecho extintivo o modificatorio alguno, por parte de la demandada.------------------------------------    



En relación a la pericia contable efectuada por la  CPN Saracco (ff 1006/1007), propuesta por la demandada, afirmó que esta ha determinado la existencia de un error en la liquidación. Que dicha pericia no ha sido impugnada y que sin embargo la jueza a-quo no la ha tenido en cuenta. Que de dicha pericia contable se desprende de manera categórica que la demandada había liquidado en forma errónea los haberes de los actores, al no aplicar los índices que se encuentran incorporados en el CCT cuya aplicación es obligatoria. Que la jueza soslayó por completo esta prueba, lo que convierte a la sentencia en arbitraria.---------------------------------



Señaló que tampoco ha sido tenida en cuenta el informe de la ingeniera Palavecino en la que se ha determinado también la existencia de las diferencias reclamadas.Sostuvo que, la jueza ha hecho suyos los dictámenes periciales, y que ha determinado que se había cometido un error en el cálculo de los salarios y alterado también las diferencias que deben existir entre las distintas categorías-.-------------------------------            

Que por otro lado, resulta contradictorio que luego de ello, haya concluido que las diferencias no estaban especificadas en el reclamo inicial, sosteniendo además en este sentido, que la doctrina del fallo “Salvatierra” de este Alto Cuerpo, invocada para dicha conclusión, ha sido erróneamente aplicada.---------------              

Siendo estos los agravios que delimitan el marco de análisis del planteo, no es en vano recordar que en fundamento del reclamo de diferencias salariales, la parte actora ha invocado la aplicación de la cláusula 67 del CCT 57/75, en virtud de la Ley Nº 6564,  lo que fue desestimado  por la Jueza de Grado.----------------------                

En tal orden,  la aplicabilidad del convenio pretendida por los trabajadores se corresponde con su  reproche sobre la forma establecida por el Estado empleador para liquidar aumentos otorgados a través de diversos decretos, en cuanto aduce que a través de ellos se ha modificado peyorativamente la cláusula del convenio referida,  conforme a la cual se estructuran los salarios del personal.--------------------------------------------          

En este segmento de análisis, cabe tener presente que dicha cláusula  establece que el salario básico de los trabajadores se integra con un concepto que se denomina “parte fija”, cuya cuantificación para las distintas categorías (de la clase II a la XXIV) resulta de aplicar  la escala de índices que  en ella se prevé sobre el importe que corresponde a la parte fija de la clase I. Ello incide a su vez en los montos de  distintos adicionales  que  tienen  como base de su cálculo a la parte fija.----------------------------------------------            

Por su parte, los Decretos de Poder Ejecutivo Provincial que se cuestionan establecieron incrementos remunerativos para el personal de la DIOSSE, algunos mediante sumas fijas y en otros por  porcentuales que se aplican sobres los importes correspondientes a cada categoría (Dec 480/06, y Dec. 1460/06, fs. 483/485; Dec. 652/07, fs.486/487, Dec.317/08, fs.488/490; Dec. 022/10, fs. 491/494; Dec. 501/11, fs. 495/497; Dec. 437/12, fs. 498/500; Dec. 302/12, fs. 501/502). El recurrente sostiene  que mediante los decretos se ha distorsionado la escala de los índices que prevé el CCT.---------------



Es de destacar que, no ofrece cuestionamiento el hecho de que en el marco de “las liquidaciones” de los incrementos implementados por los decretos, no se ha atendido a los índices previstos en la normativa convencional. En efecto, de los considerandos del Decreto 480/06 (07/04/2006, fs. 483/485) que fijara el primer aumento cuestionado, se desprende que se había dispuesto su inaplicabilidad inmediata, y en todos ellos se ha previsto que el complemento que se otorgaba era “a cuenta de futuros aumentos de los básicos del convenio”.---------   



Así también, en el marco de la prueba pericial contable, la demandada informó que para calcular la parte  fija  de los agentes  no se  utilizaba el sistema de índices previstos en el convenio (fs. 814), y en definitiva así lo ha  determinado la jueza de grado en sus consideraciones al merituar la prueba referida (fs. 1170/1170 vta.). Este extremo fáctico llega firme a esta instancia.------------------------------------------------    



En este contexto, resulta que el agravio  recae sobre la legitimación de tal práctica reconocida por la jueza de grado. En sus consideraciones, la sentenciante ha  fijado el marco normativo bajo el cual  ha examinado el planteo. En tal sentido, se ha remitido a la Ley Salarial 5873 (1991), al Convenio Colectivo de Trabajo 57/75,  y a los Decretos de Poder Ejecutivo Provincial que establecieron incrementos remunerativos para el personal de la DIOSSE. Pero además de ello, no puede soslayarse a la Ley 6564 (B.O. 21/12/2001), de creación del organismo mencionado, que expresamente ha dispuesto que “El personal de la Di.O.S.S.E. se regirá por el Convenio Colectivo de Trabajo Nº 57/75 o el que en el futuro se celebre con la Organización Sindical” (art. 9).  Esta última disposición impone efectuar  algunas precisiones sobre la merituación que ha efectuado la jueza sobre la vigencia temporal de ese contexto normativo.-----------------------------------            

Cabe tener presente que  el CCT mencionado data del año 1975, y  si bien la ley salarial es posterior (1991), es  la Ley 6564 que fuera dictada ulteriormente, la que determinó la aplicación del CCT al personal de la DIOSSE (2001). Además, entre sus actualizaciones la misma ley salarial  ha  incorporado,  como  art. 186 (Cap. XV), las previsiones de la ley 6564 (http://www.tcse.gob.ar/). De este modo resulta que, la Administración Pública Provincial, mediante ese acto expreso, se ha  enmarcado en el ámbito de aplicación de dicho convenio, sin reserva alguna en cuanto a la cláusulas comprendidas en él, y por lo tanto el vínculo del personal de la DIOSSE, es alcanzado por la excepción del inc. a, del art. 2 de  la LCT.------------------------------------------------------               

En este marco legal,  la regla  específica que  rige en materia salarial al personal de la DIOSSE, surge de las previsiones del CCT, y bajo tal perspectiva dichas cláusulas integran el orden público laboral que  fija un piso mínimo (art. 12 LCT), a los que deben darse  prevalencia en cuanto reconocen y garantizan mejores derechos a los trabajadores, invalidando, anulando o no reconociendo aquellas de las que se desprendan condiciones menos favorables, reducción, supresión de derechos; en suma, que vayan contra el principio constitucional de progresividad y el de irrenunciabilidad, pilar del derecho (Expte. Nº 18.136  Año 2014  Autos: “Silva Rodolfo Beningno c/ San Cayetano S.R.L. y otro s/ Indemnización por Antigüedad, etc. ‑ Casación Laboral”Resol. Serie “B” N° 15, Sent. 06/03/2015.  Es en tal sentido que es que  el CCT permite  la aplicación de “cualquier norma legal o reglamentaria que se dicte para la Administración Pública con posterioridad al presente acuerdo,” pero bajo la condición “que resulte más favorable de lo convenido” -cláusula 102 CCT.----------------------------------------            

Es en este contexto es que ha de tenerse presente que no se está frente a la aplicación extensiva u analógica del convenio. Al respecto cabe recordar que “el período de vigencia del convenio colectivo estipulado por las partes se encuentra  complementado de iure por la ley, que le adiciona un lapso temporal indefinido o indeterminado por el cual dicha vigencia se prolonga hasta la entrada en vigor de un nuevo convenio que lo reemplace. Esta prórroga, reconducción o diferimiento temporal se conoce como ultractividad. Esta regla contemplada expresamente en el art. 6 de la Ley 14250 (Ley de negociación colectiva, modif. por ley 25877 y según texto Dec. 1135/2004, B.O. 03/09/2004), da lugar a que la caída del convenio –en el caso, de una de sus cláusula-  se produce por el cumplimiento, no de un plazo sino de una condición resolutoria, que consiste en la celebración —y consecuente entrada en vigor— de un nuevo convenio que sustituya al anterior. A su vez, en el art.  19 de la citada ley, queda establecido un orden de prelación de normas convencionales: según el cual un convenio colectivo posterior puede modificar a un convenio colectivo anterior de igual ámbito. Esta regla que permite y habilita a los negociadores de un convenio colectivo a resolver en forma soberana la modificación del convenio anterior, dejando así sin efecto las cláusulas del acuerdo preexistente. Ello responde a que un convenio es el reflejo de un proceso dinámico, que debe estar atento a los cambios de la realidad y la ponderación de la equidad. Dicha ponderación la ejercen las partes que valoran el balance que existe entre cada una de las cláusulas, su contexto, y su complementación (Expte. Nº 18.594  Año 2016  Autos: “Buena Víctor Nicolás y otro c/ Aguas de Santiago S.A. y otros s/ Diferencia del Rubro Parte Fija, etc.‑ Casación Laboral” Resol. Serie “B” N° 166, Sent. 14/12/2018).------           

De lo hasta aquí expuesto, resulta  que la vigencia  del CCT 57/75 no ofrece dudas, como así tampoco su aplicación al personal de la DIOSSE, en razón que el mismo Estado Provincial  lo incorporó  mediante el dictado del acto legal pertinente. Más aun del texto de los decretos cuestionados surge reconocido. Así, en los considerandos del 480/06, que refiere específicamente al personal del organismo citado,   alude a  la “aplicación del Convenio que los rige” (fs. 483) y en tanto en éste, como en los demás decretos, se ha deja indicado que el complemento remuneratorio que a través de ellos se dispones  “es a cuenta de los futuros aumentos de los básicos de Convenio”.------------------------------------- 

Ahora bien, bajo esta previsión resulta que los Decretos cuya implementación se controvierte, no lo desconocen, sino que se articulan con el CCT.  Y en este  orden, es de advertir que el otorgamiento de los complementos surgen como expresión de autonomía de  la voluntad  del  empleador, y no de un acuerdo, y bajo el supuesto de conceder iguales o mejores derechos a los trabajadores, que los que se acordaron en los CCT. Y es que la patronal en forma unilateral y  reiterada, benefició  a los trabajadores comprendidos dentro del ámbito del convenio,  con un complemento  que no se ha acordado en forma expresa en él, pero  manifestando la intención  de compensar el importe del rubro con alguna suba salarial posterior que sea dispuesta por un acuerdo colectivo. Y en este sentido hasta tanto se configure el mismo se ha de considerar como un complemento del salario básico o como un adicional remunerativo independiente.----    

Se ha señalado que “nuestro sistema normativo le otorga a los convenios colectivos de trabajo la función de mejorar e incrementar los derechos –niveles de beneficios- que los establecidos en las leyes y en los contratos individuales de trabajo. Ello se desprende claramente de los arts. 8 de la LCT, y 7 y 8 de la ley 14.250.----------                                        

Pero a la vez, y pese a ello, nada impide al empleador -en expresión de autonomía de su voluntad- conceder mejores derechos a los trabajadores, que los que se acordaron en los CCT, por cuanto la razón de ser del derecho del trabajo, radica en perseguir constantemente el beneficio del dependiente en la relación laboral, que se desenvuelve sobre un terreno de desigualdad estructural asumida legislativamente (art. 14 bis CN).----------------    



La autonomía de voluntad de las partes en la relación de trabajo se halla sujeta o condicionada a lo regulado por dichas normas, las que constituyen estandartes mínimos o derechos de mínima, por debajo de los cuales está prohibido concertar. “...La voluntad que pueden expresar las partes del contrato o relación individual de trabajo se encuentra contenida dentro de un marco obligatorio formado por normas imperativas y sujetas a modificaciones cambiantes. El contrato se adecua a ellas, con arreglo al principio de buena fe, siempre que las partes no dispongan condiciones más beneficiosas. Pero en este contrato, constituye una cláusula implícita que las normas heterónomas (ley o convenio colectivo) no pueden esgrimirse en perjuicio del trabajador (Juan Carlos Fernández Madrid - Ley de Contrato de Trabajo - Comentada y Anotada – Edit. La Ley- Edic. 2009- Tomo – pag. 59).(Autos: “Aguas de Santiago S.A. c/ Amado Carlos Ángel E. y otros s/ Acción Meramente Declarativa de Certeza – Casación Laboral”. Expte. Nº 18.102  – Año 2014 –Resol. Serie “B” N° 128, Sent. 30/09/2015, ampliación de fundamentos.----------------------------------------------           

En este punto de análisis cabe señalar que las pericias contables cuya falta de consideración denunció la recurrente, concluyeron que no se había tenido en cuenta los índices de las distintas categorías establecidas por el CCT y, a partir de allí, la existencia de diferencias salariales. Sin embargo, en ninguna de ellas se hizo merito sobre si correspondía o no efectuar el cálculo del modo que se hizo,en relación a los decretos del PEP, esto es, sobre la legitimidad del reclamo respecto de la aplicación de estos últimos. Ello es así por cuanto las pericias se limitaron a realizar los cálculos partiendo del supuesto de que lo otorgado mediante los decretos del PEP debían aplicarse del modo como lo había planteado la actora, pero- se reitera- no dictaminaron sobre si debía liquidarse de esa manera.---------------------------------           

Es por ello que la circunstancia de que las pericias hayan concluido en la existencia de diferencias, no importa el reconocimiento del derecho del reclamo, que luego fuera rechazada por la jueza a-quo, en base a los argumentos por ella expuestos. Es por ello que,la omisión invocada por la recurrente, no se corresponde con las motivaciones del fallo que impugna, y por tanto –en esos términos- éste último no luce arbitrario.-----------------          

En consecuencia, y por los fundamentos desarrollado a lo largo de la presente, se impone rechazar el recurso de casación, y confirmar la decisión de la jueza de primera instancia, en cuanto los decretos del PEP han sido aplicados conforme a derecho, sin que correspondan -en consecuencia- las diferencias reclamadas.      

Por lo hasta aquí expuesto, normativa, doctrina y jurisprudencia citadas, y oído que fuere el Sr Fiscal General, Voto por: I) Hacer lugar parcialmente al recurso de casación deducido a ff. 1242/1250 contra la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones de Trabajo y Minas de Primera Nominación del 12 de noviembre de 2018, obrante a ff. 1228/1241. En su mérito, II) Revocar dicho decisorio en tanto se pronuncia por la incompetencia del fuero laboral en razón de la materia. En consecuencia, y con fundamento en el art. 193, 2º párrafo del CPL III) Confirmar la sentencia de primera instancia, del 14 de octubre de 2016, obrante a ff. 1163/1173, por los argumentos desarrollados a lo largo de la presente. IV) Eximir de costas a la parte actora conforme lo dispone el art 62, segundo párrafo del CPL.



A estas mismas cuestiones, el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, dijo:

ADHESIÓN Y AMPLIACIÓN DE VOTO.



I) Que llegados estos autos a esta Vocalía, en primer lugar se considera necesario aclarar, en forma previa al tratamiento del tema de fondo, que se comparte el temperamento del Sr. Vocal que precede a esta ponencia, en lo referente a la decisión de avocarse al tratamiento y decisión de los agravios vertidos en el recurso de apelación interpuesto oportunamente. ---------------------



Ello es así, por cuanto corresponde aplicar el criterio sostenido en autos  Silvetti Walter Omar y otros c/ CO.FA.DE.SA. LTDA. S/ Quiebra – Incidente de Revisión interpuesto por Mikkelsen Loth, Federico – Casación (Sent. del 18/03/2009), en lo que se refiere a la impertinencia del reenvío de esta causa a las instancias inferiores, ya que en  primera instancia se abordó el tratamiento del thema decidendum, circunstancia que se verifica también en el precedente citado,  como asimismo en estos obrados.---- 



En efecto, allí se dijo: “Al comprobar el Superior Tribunal que el tribunal a quo desestimó en forma incorrecta la apelación por una cuestión formal, no corresponde la remisión o reenvío, ya que ello sólo sería posible si en todos los pronunciamientos de instancias previas, se hubieran resuelto solamente cuestiones de artículo previo, o de mera admisibilidad formal, sin emitir opinión sobre el fondo. En este segmento recursivo deberán abordarse los agravios contenidos en el memorial de apelación y no así los expresados respecto a esta temática en el memorial de los fundamentos del recurso de casación, -si bien de idéntico contenido- ya que al no haber emitido opinión al respecto la cámara de apelaciones, no puede considerarse como agravio o crítica a decisión alguna, y abordarlo implicaría otorgar una ampliación de fundamentos de apelación, que resultaría intempestiva, lo que constituiría otorgar una ventaja procesal en relación a la contraparte”. ------------------



II) Que teniendo presente lo dicho, y respecto a los agravios deducidos en el escrito apelatorio, corresponde expresar que esta Vocalía comparte lo decidido en el voto precedente, sobre todo en lo que respecta a las pruebas periciales contables obrante a fs. 990 (pericia contable del contador del juzgado), como las de la perito contador de parte  (actora), la Contadora Saracco (1006/1007 y 1133/1134); todas ellas producidas a fin de dilucidar si efectivamente se constata el error o la falta de aplicación de los índices establecidos por el Convenio Colectivo de Trabajo 75/1975 en lo que respecta al sueldo de los setenta (70) actores, conforme lo demanda el accionante.-----------------------------------------------



Pues bien, del estudio pormenorizado de los dictámenes periciales aludidos, surge que -si bien se hallan provistos de las planillas de liquidación pertinentes-, se observa que sus conclusiones no explicitan de manera suficiente en cuanto al modo en que se ha  llegado a constatar la existencia de errores en las liquidaciones de sueldos de los actores. Ello es así, desde que no se expone mediante cuál operación matemática se ha llegado a comprobar fehacientemente las supuestas diferencias salariales por las cuales se demanda. Ejemplo de ello es que en el informe de la última pericia practicada (que resulta ser complementaria de la de fecha 31/03/2015 (fs. 1001/1007), se alude a la aplicación de las normas técnicas de auditoría, sin dar mayores precisiones al respecto. Otro tanto ocurre con la pericia de fs. 990, en donde no se ofrece explicación alguna que permita dilucidar la procedencia -o no- de los rubros demandados.-----------------------------------------------



A las mismas cuestiones, la Dra. Ana Rosa Rodríguez, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray votando en igual forma. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Eduardo José Ramón Llugdar – Ana Rosa Rodriguez -Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
Santiago del Estero, dos de junio año dos mil veintiuno.



En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) Hacer lugar parcialmente al recurso de casación deducido a ff. 1242/1250 contra la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones de Trabajo y Minas de Primera Nominación del 12 de noviembre de 2018, obrante a ff. 1228/1241. En su mérito, II) Revocar dicho decisorio en tanto se pronuncia por la incompetencia del fuero laboral en razón de la materia. En consecuencia, y con fundamento en el art. 193, 2º párrafo del CPL III) Confirmar la sentencia de primera instancia, del 14 de octubre de 2016, obrante a ff. 1163/1173, por los argumentos desarrollados a lo largo de la presente. IV) Eximir de costas a la parte actora conforme lo dispone el art 62, segundo párrafo del CPL. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Eduardo José Ramón Llugdar – Ana Rosa Rodriguez -Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
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